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Resumen 
El derecho penal regula dos instituciones: la conducta humana, el delito (conducta lesiva de 
bienes jurídicos), y la consecuencia jurídica, la pena (restricción o privación de derechos). 
Es también expresión del poder político y conjunto sistematizado de conocimientos en 
torno al delito y la pena orientado al ejercicio legítimo del poder punitivo y a la aplicación 
racional de la ley penal.  Los tres sentidos en que se puede comprender el derecho penal 
son: como poder político (punitivo), derecho positivo (normativo) y dogmático (saber 
referido al delito y a la pena). Frente a la teoría del delito se ha establecido en su desarrollo 
jurídico una serie de teorías sobre la autoría y participación que explican racionalmente 
dichos fenómenos para diferenciar entre los distintos intervinientes hasta determinar los 
criterios de clasificación para efectos de punibilidad, encajándose en esto el objeto de 
estudio de la investigación respecto a la coautoría impropia que se desprende de los delitos 
de rebelión en el Estatuto Penal Colombiano y su alcance jurisprudencial.  
 
Palabras claves:       
Participes, Coautor, Rebelión, Conducta antijurídica, Coparticipación. 
 
Abstract 
Criminal law regulates two institutions: human behavior, the offense (wrongful acts of legal 
rights), and the legal consequences, the penalty (restriction or deprivation of rights). It is 
also an expression of political power and systematized body of knowledge about the crime 
and punishment-oriented legitimate exercise of punitive power and rational application of 
criminal law. The three ways in which one can understand the criminal law are as (punitive) 
political power, positive (regulatory) and dogmatic law (namely referring to crime and 
punishment). Faced with the theory of crime it has been established in his legal 
development a number of theories about the authorship and participation that explain 
these phenomena rationally to differentiate between the various parties to determine the 
criteria for classification for purposes of punishment, fitting into this object research study 
regarding improper authorship that emerges from the crimes of rebellion in the Penal 
Statute and Colombian jurisprudence scope. 
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INTRODUCCIÓN  
 
Las relaciones del hombre necesitan la regulación de normas, normas que en sus conjuntos 
y debido momento se tomaron como el Derecho. El derecho al ser calificado de ciencia 
normativa no significa que tenga por objeto prescribir una conducta determinada ni dictar 
normas aplicadas a la conducta de los individuos.  Su papel es únicamente describir las 
normas y las relaciones sociales que ellas establecen ya que el que las estudia no es 
autoridad  social, solo busca comprender los hechos y no dirigir la sociedad. En cualquier 
rama jurídica, el Derecho es no solamente la ley, sino también la jurisprudencia, la doctrina, 
etc. 
 
El Derecho Penal es un sistema de control social, es el instrumento jurídico de que dispone 
el Estado para regular la conducta punible del individuo en sociedad, imponiendo penas y 
medidas de seguridad con el fin de prevenir, garantizar y proteger los derechos 
fundamentales (bienes jurídicos). El poder político en el Estado Social y democrático de 
Derecho, determinado por la Constitución y los derechos fundamentales y los fundamentos 
de legitimidad del derecho, delito-pena (prevenir la comisión de delitos y realizar las 
garantías penales), incluida la dignidad humana se otorga especial valía a los derechos, el 
legislativo facultado para hacer las leyes encuentra limites en los fines del Estado y la ley 
penal tiene que responder a unos principios que la legitiman, se revalúa el fundamento 
político del principio de autoridad y supremacía de la ley y se afirma el principio de la 
persona humana. En cuanto a su regulación se debe estudiar la conducta del hombre en 
relación a la participación y dominio del hecho que tiene sobre sus actos y las conductas 
punibles que se llegase a cometer en su realización diaria como ciudadano del Estado 
Colombiano o en un Estado vecino, dependiendo de la aplicación legal de los 
ordenamientos jurídicos. 
 
En cuanto a la teoría del delito este articulo está encaminado hacer un análisis sobre las 
posturas que se han venido presentando en el campo jurisprudencial de la Corte Suprema 
de Justicia frente la autoría y participación que se presentan en los delitos de Rebelión, 
planteando teorías propias toda vez que todos los intervinientes en el hecho punible son 
autores en la medida que ponen una condición igual a la de los demás para la producción 
del resultado, teniendo dominio del hecho, partiendo que la adecuación de la conducta a 
dicha figura punible parte del presupuesto del agente que actúa por sí mismo las diversas 
exigencias típicas y logra la consumación sin contar con la intervención de otro u toros, 
existiendo múltiples formas de realizar la acción repartiendo las distintas tareas, existiendo 
una participación criminal; el delito de rebelión comprende el dispositivo amplificador que 
comprende la actividad de diversas personas que sin realizar por sí mismas el hecho, genera 
en el autor o autores la idea criminal, o contribuyen o prestan ayuda para su ejecución, 
debiéndose enmarcar en el contexto de la participación criminal en sentido amplio o 
concurso de personas en el hecho punible, con la inclusión tanto de autores como de los 
partícipes, presentándose como mayor relevancia en dicho estudio la coautoría impropia 
frente a dicho tipo punible.  
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DESARROLLO JURISPRUDENCIAL DE LA COAUTORIA EN LOS DELITOS DE REBELIÓN 
 
Cuando se analizan los tipos penales vertidos tanto en el Código Penal como en el derecho 
penal complementario se observa que como norma general, describen conductas realizadas 
por una persona, lo que lleva a pensar que solo puede ser autor, agente o sujeto activo de 
ellas “el que” o “quien”, con el que comienza la redacción de las figuras típicas; sin embargo, 
el hombre no suele actuar solo sino con la colaboración de otros, como lo muestran 
múltiples actividades humanas llevadas a cabo cotidianamente en la compleja gama de 
relaciones sociales que supone la convivencia en comunidad, lo que no pasa inadvertido 
para los legisladores cuando al redactar los tipos penales plasman las distintas  
manifestaciones criminales acorde con su sentido social. 10 
 
Al estudiarse algunas formas de actividad delictiva que aquejan la vida social como son los 
delitos de rebelión, se observa una extensa red de personas que de una u otra forma hacen 
parte de dicha empresa criminosa, por esto en el Código Penal en su artículo 28 reconoce 
las distintas formas de concurrencia de personas en el hecho punible, considerándose como 
autores: el autor inmediato (realiza por sí mismo todos los elementos del tipo penal), autor 
mediato (comete el hecho por intermedio de otro, que actúa como instrumento en sus 
manos), coautor (persona que en unió de otra o de otras realiza conjuntamente la conducta 
típica), autor accesorio (interviene en un mismo hecho como autor, pero con absoluta 
independencia de otra u otras personas); los partícipes concurren en el hecho ajeno sea a 
título de instigador (persona que determina dolosamente a otra y otras a realizar un injusto) 
o cómplice (contribuye o presta ayuda dolosamente para la realización de un injusto doloso 
cometido por otro).11   
 
Para dar un alcance de la participación criminal en el punible de Rebelión se debe tener en 
cuenta primeramente de que se trata dicha conducta punible, así la Corte Suprema de 
Justicia- Sala Penal, en la sentencia del dieciocho (18) de abril de dos mil doce (2012), M.P. 
FERNANDO ALBERTO CASTRO CABALLERO Radicado N° 37683 Aprobado acta Nº 139, 
expone que la Rebelión constata el ánimo de derrocar al Gobierno Nacional o suprimir o 
modificar el régimen constitucional o legal vigente a través del empleo de las armas: 
 

“No debe olvidarse entonces que tanto la rebelión como el punible en cita son 
autónomos, bastando en el primero la constatación del ánimo de derrocar al 
Gobierno Nacional o suprimir o modificar el régimen constitucional o legal vigente a 
través del empleo de las armas y, en el otro, en el concierto para delinquir, es 
necesario verificar la asociación para cometer delitos indeterminados. 
Evidenciado el enfoque equivocado del libelista, por igual se observa que el 
contenido de la sentencia impugnada se encarga de mostrar que el Tribunal, de 
manera exhaustiva, tomando como hilo conductor las interceptaciones telefónicas 
allegadas, mas no exclusivamente estas, contrario a lo sostenido por el actor, analiza 

                                                           
10 Velásquez V., Fernando. Derecho Penal (Parte General) Cuarta Edición, pág.871 
11 Ídem, pág.872  
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en conjunto los elementos de convicción recaudados, tras lo cual arriba a la certeza 
acerca de la militancia del acusado en el grupo subversivo de las FARC.” 

 
Por otro lado, la misma Sala, expone en la sentencia del veintiuno (21) de mayo de dos mil 
nueve (2009), M.P. JORGE LUIS QUINTERO MILANÉS Radicado N° 27227 Aprobado acta Nº 
146, lo pertinente a los grupos armados de la ley,  agrupaciones ilegales génesis del conflicto 
armado utilizan los civiles para el ejercicio de sus actividades mediante la coacción pero que 
algunas veces se obtiene algún lucro que los conlleva a convertirse en coautores de las 
conductas punibles, además de los tratos que ha ratificado Colombia en cuanto a dicha 
problemática:  
 

“De la misma manera, la prueba allegada al proceso fue indicativa que el acusado 
prestó sus servicios médicos a la agrupación alzada en armas y que el móvil 
determinante que lo llevó a realizar su actividad profesional, como lo destaca el 
juzgador de primera instancia, “fue la retribución dinaria y el fin de lucrarse con 
dineros provenientes de un grupo al margen de la ley, fortaleciendo en forma 
consecuencial a dicho grupo guerrillero en cuanto a los combatientes activos y 
recuperados, prestos para emprender la lucha armada contra el Estado Colombiano, 
y eso es más que suficiente para predicar que su participación en el delito aunque 
no se demostró que fue alzado en armas o que manejara los cuadros de mando o 
dirección de los militantes rasos, sí dedicó a prestarles la atención médica y 
quirúrgica a los heridos, no en un plano de juramento hipocrático de ayuda  
humanitaria de los heridos en la guerra o combate, sino mucho tiempo después, 
cuando requerían sus servicios en esta ciudad o en su consultorio y en clínicas en 
donde los atendió”. 
(…) De otro lado, la Corte no pone en duda que en determinados eventos las 
agrupaciones ilegales génesis del conflicto armado utilizan los civiles para el ejercicio 
de sus actividades, comportamiento que sin duda desconoce los instrumentos 
internacionales que no solo regulan la actividad de la guerra sino la protección de 
los civiles. 
Recuérdese que una vez que culminó la segunda guerra mundial, se estimó 
conveniente revisar el derecho de Ginebra, estableciéndose, el 12 de agosto de 
1949, cuatro convenios a saber: el primero, para aliviar la suerte que corren los 
heridos y los enfermos de las fuerzas armadas en campaña; el segundo, para 
proteger los heridos, los enfermos y los náufragos en el mar; el tercero, relativo al 
trato debido a los prisioneros de guerra; y,  el cuarto, relacionado con la protección 
debida a las personas civiles en tiempo de guerra.     
No obstante, como quiera que se advirtió que las guerras modernas y los conflictos 
no internacionales, como el colombiano, comprobaron la insuficiencia de los 
anteriores convenios, condujo al Gobierno de Suiza a convocar en 1974 a una 
Conferencia Diplomática para deliberar -acerca de los proyectos de protocolos 
adicionales preparados por el Comité Internacional de la Cruz Roja. Así, en el año 
1997 se aprobaron los siguientes: I. Relativo a la protección de víctimas de los 
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conflictos armados internacionales, y II. Inherente a la protección de víctimas de los 
conflictos armados no internacionales. 
Con  respecto al primero, el artículo 48  establece la norma fundamental a la 
protección de la población civil, creándose el principio de distinción, postulado sobre 
el que se sustenta el derecho internacional humanitario, según el cual, se tiene que 
hacer una distinción entre quienes participan directa o activamente en las 
hostilidades y quienes en ellas no tienen esa participación.  
De manera que el mentado principio impone los siguientes derechos y obligaciones: 
1. Garantizar a la población civil y a las personas civiles el trato humano y la 
protección general que les otorgan los instrumentos de derecho humanitario. 2.  
Asegurar a quienes se han rendido y a quienes han quedado fuera de combate el 
trato humano para ellos previsto por el derecho internacional humanitario. 3. Hacer 
efectivas las garantías previstas por el derecho humanitario para las personas 
privadas de la libertad por motivos relacionados con el conflicto (por ejemplo, darles 
un trato humano que incluya proporcionarles condiciones dignas de detención y no 
exponerlas a los peligros de la guerra). 4. Evitar ataques contra bienes que no son 
objetivos militares. 5. Facilitar las actividades emprendidas por las organizaciones 
humanitarias para atender a las víctimas del conflicto. 
Así las cosas, surge incuestionable que en los conflictos armados de carácter 
internacional o no internacional se deben respetar los instrumentos que regulan la 
actividad bélica, encontrándose, entre ellos, el respeto a la población civil en los 
términos expuestos en precedencia.  
De ahí que no resulta compatible con el orden jurídico que los grupos al margen de 
la ley utilicen a personal civil ajeno a la confrontación.   Como quiera que en este 
asunto se encuentra demostrado que el acusado colaboró, de manera libre y 
voluntaria, con la agrupación rebelde, resulta diáfano predicar que la alegada causal 
de ausencia de responsabilidad de haber obrado bajo insuperable coacción ajena, 
constituye una simple afirmación del libelista carente del correspondiente respaldo 
probatorio, motivo por el cual la censura no tiene vocación de éxito.” 

 
Frente a este tipo penal la Corporación ha establecido que en la rebelión se debe responder 
como coautor, definiendo la coautoría como una forma de autoría cuando varias personas 
celebran un acuerdo común llevando a cabo un hecho de manera mancomunada  mediante 
una contribución objetiva a su realización basada en el dominio del hecho final-social por lo 
que cada coautor domina todo el suceso en unión de otro o de otros, para intervenir en tal 
calidad en la realización del delito, resulta imprescindible reunir los elementos personales 
necesarios cuando éstos se exigen en el tipo penal, el coautor debe tener en primer lugar 
el co-dominio del hecho (elemento general de la autoría) y también las calidades objetivas 
que lo constituyen en autor idóneo (delitos especiales), así como los elementos subjetivos 
de la autoría (o de lo injusto) requeridos por el delito concreto.  
 
Como se establece en Inciso 2 del artículo 29 de la Ley 599 de 2000, la coautoría presenta 3 
elementos: el acuerdo común (implica que el coautor no sólo conozca que su conducta es 
un aporte a la realización de un delito sino que debe saber de la actividad de los demás 
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intervinientes en la conducta punible, lo cual se conoce como la reciprocidad en que todos 
los sujetos deben tener conocimiento de la conformidad de los demás sobre la actuación 
conjunta, los demás debe ver en las aportaciones ajenas un complemento a la propia 
actividad), la división del trabajo criminal (la estructura de la coautoría se basa en el 
principio de división de trabajo, conforme a un plan común acordado para la realización 
conjunta del tipo, es decir, en la acumulación de esfuerzos y correlación de contribuciones 
individuales que tomándose sí complementan la total realización del tipo), y la importancia 
del aporte (bajo la teoría del dominio del hecho es del dominio funcional, es coautor todo 
interviniente cuya aportación en la fase ejecutiva representa  un requisito indispensable 
para la realización del resultado pretendido). Exposición que también establece la Corte 
Suprema de Justicia-Sala Penal en la sentencia del 18 de junio de 2004 Rad. 43772 que 
explica en que consiste la coautoría:  
 

“Se predica la coautoría, cuando plurales personas son gregarias por voluntad propia 
de la misma causa al margen de la ley, comparten conscientemente los fines ilícitos 
propuestos y están de acuerdo con los medios delictivos para lograrlos, de modo 
que cooperan poniendo todo de su parte para alcanzar esos cometidos, realizando 
cada uno las tareas que le corresponden, coordinadas por quienes desempeñen a su 
vez el rol de liderazgo. 
En tales circunstancias, quienes así actúan, coparticipan criminalmente en calidad 
de coautores, aunque no todos concurran por sí mismos a la realización material de 
los delitos específicos; y son coautores, porque de todos ellos puede predicarse que 
dominan el hecho colectivo y gobiernan su propia voluntad, en la medida justa del 
trabajo que les correspondiere efectuar, siguiendo la división del trabajo planificada 
de antemano o acordada desde la ideación criminal.” 

 
Sobre los elementos que estructuran la coautoría, la misma Corporación en la sentencia del 
primero (1) de julio de dos mil quince (2015), M.P. GUSTAVO ENRIQUE MALO FERNÁNDEZ 
Radicado N° 42293 SP8346-2015, expone:  

“De ese concepto se desprende que para la estructuración de la coautoría deben 
concurrir elementos de orden subjetivo y objetivo.  
Los primeros, se refieren al acuerdo expreso o tácito, en razón del cual cada coautor 
se compromete a desarrollar la tarea que le corresponde en la ejecución del plan 
criminal, lo cual implica que cada uno debe ser consciente de que voluntariamente 
comparte la misma causa, el mismo propósito ilícito y los medios que se emplearán 
para alcanzar tales fines. 
Los objetivos, aluden a que la contribución de cada coautor debe ser esencial 
(«división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte» ), aspecto que 
necesariamente remite al denominado «dominio funcional del hecho», en virtud del 
cual cada sujeto domina el acontecer total en cooperación con los demás.” 

 
En la sentencia del 22 de Enero del 2014, rad. 38725, en cuanto a la coautoría funcional del 
dominio del hecho expone:  
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“Es sabido que para la coautoría funcional el acuerdo del plan criminal no requiere 
de un pacto detallado, pues se deduce de los actos desencadenantes, de los hechos 
demostrativos de la decisión conjunta de su realización.  
Según la teoría del dominio del hecho, autor es quien domina el hecho y para efectos 
de la coautoría lo decisivo es tener un dominio funcional del hecho, pues cada sujeto 
controla el acontecer total en cooperación con los demás, no tiene en sí mismo un 
control parcial, ni tampoco global, sino que éste se predica de todos. 
A su turno, de acuerdo con la definición prevista en el artículo 29 de la Ley 599 de 
2000 relacionada con que «Son coautores los que, mediando un acuerdo común, 
actúan con división del trabajo criminal atendiendo la importancia del aporte», la 
Corte Suprema de Justicia ha enfatizado en la necesaria presencia de los siguientes 
elementos: i) un acuerdo o plan común; ii) división de funciones y iii) trascendencia 
del aporte en la fase ejecutiva del ilícito. 
Lo anterior implica al operador judicial sopesar tanto el factor subjetivo relacionado 
con el asentimiento expreso o tácito de los sujetos conforme al plan común y su 
decidida participación en tal colectividad con ese propósito definido, como factores 
objetivos dados por la conducta desplegada por cada uno como propia de una labor 
conjunta o global y la entidad de tal aporte.” 

 
Respecto a la coautoría impropia del punible de Rebelión sentencias como la del siete (7) 
de marzo de dos mil siete (2007), M.P. JAVIER ZAPATA ORTIZ Radicado N° 23825 Aprobado 
Acta No.  31, o la del nueve de marzo de dos mil seis M.P. SIGIFREDO ESPINOSA PÉREZ 
Radicado N°  22327  Aprobado Acta N° 21., o una de las últimas que incorporado la 
Corporación del primero (1) de julio de dos mil quince (2015), M.P. GUSTAVO ENRIQUE 
MALO FERNÁNDEZ Radicado N° 42293 SP8346-2015, han establecido que quienes sirven a 
esta clase de organizaciones criminales deben responder como coautores y no como 
cómplices de rebelión:  

“Pero, se equivoca el libelista, porque lo que esa providencia explica, tratándose de 
la coautoría impropia, es que ya elaborado el plan criminal, no todos los autores 
tienen que ejecutar la acción típica, porque de acuerdo con la teoría objetivo–formal 
del hecho (apropiada para explicar la autoría inmediata), sería ejecutor únicamente 
el que dispara contra la víctima y los otros serían partícipes. Así explicó la Sala el 
tema en el citado fallo: 
Es factible que la teoría objetivo-formal de la “realización” del hecho o de la 
conducta punible, resulte adecuada para resaltar al autor unitario, no así al plural, 
puesto que en muchos casos de coautoría el coautor no interviene en actos de 
ejecución, en el sentido objetivo-formal, como sucede, por ejemplo, con el 
organizador de un plan delictivo que está presente en la dirección de la ejecución, 
pero no materialmente en ella. Su colaboración y aporte es de vital importancia, sin 
duda, pero no es ejecutiva desde el punto de vista objetivo-formal. Sin embargo, es 
un coautor, porque dentro de la división de trabajo que complementa el concepto 
de autor, su participación es importante, porque está comprendida dentro del plan 
de autor, como así lo admite la doctrina, tanto nacional como comparada.  
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Tratándose entonces de un delito planificado, es elocuente que no todos los 
partícipes realizan todos los elementos del tipo, mas, el hecho de no haber realizado 
directamente el tipo doloso, no descarta que quien haya tenido el dominio funcional 
del hecho o conducta pueda ser considerado como coautor porque su aportación es 
esencial, mediando el acuerdo previo y la ejecución común, dada la distribución de 
funciones o actividades en el aludido plan. 
Ahora bien, es cierto que la doctrina uniforme y reiterada de la Sala enseña que 
quienes sirven a esta clase de organizaciones criminales deben responder como 
coautores y no como cómplices de rebelión. Sin embargo, esta Corporación también 
ha reiterado que para deducir esa forma de autoría es necesario, al menos, que el 
sujeto pertenezca al grupo ilegal armado, sin que tal exigencia sea caprichosa, 
porque deriva de la definición misma del delito que consagra el artículo 467 del 
Código Penal, el cual supone la existencia de una facción con un designio común, lo 
cual igualmente implica la adscripción a una ideología. 
Empero, también quedó claramente establecido que el procesado Enrique Bahamón 
no pertenecía a las filas de las f.a.r.c., no sólo porque así lo informaron al menos dos 
de los insurgentes que fueron testigos de cargo, sino porque en los registros oficiales 
no aparecía incluido el señalado sujeto en las órdenes de batalla del grupo 
guerrillero. 
En efecto, de la conducta punible de rebelión descrita como «Los que mediante el 
empleo de las armas pretendan derrocar al Gobierno Nacional, o suprimir o 
modificar el régimen constitucional o legal vigente, incurrirán en prisión…», se 
desprenden claramente tres elementos: un sujeto activo plural; el empleo de las 
armas; y, la intención de derrocar al Gobierno Nacional, o de suprimir o modificar el 
régimen constitucional o legal vigentes; lo que necesariamente converge en la 
pertenencia a un grupo y la aceptación de las doctrinas o ideologías  
A lo que debe agregarse que la rebelión es un delito autónomo, para cuya 
configuración se requiere la constatación del ánimo de derrocar al Gobierno 
Nacional o de suprimir o modificar el régimen constitucional o legal vigente a través 
del empleo de las armas. 
Es que, incluso el hecho de que el procesado suplicara el apoyo de los guerrilleros 
en las elecciones para alcalde, de suyo descarta su pertenencia al grupo armado 
ilegal, pues de haber existido ese vínculo, el respaldo lo hubiese obtenido de plano 
y sin tener que comprometerse a suministrarles información acerca de personas con 
capacidad económica.” 

 
Esta postura del domino del hecho, exceptúa el requisito de la necesidad del aporte en la 
etapa ejecutiva, pues si bien el coautor actúa en la fase de ejecución, entiende que hay 
aportes que se hacen en la etapa preparatoria que corresponden a verdaderos repartos de 
funciones dentro del plan común, sin los cuales no podría realizar la conducta punible12 
 
 

                                                           
12 Lecciones de Derecho Penal. Parte General. Universidad Externado de Colombia  
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CONCLUSIONES 
 
El derecho penal sin renunciar a los principios de legalidad, proporcionalidad y su carácter 
fragmentario, construye una respuesta adecuada para el tratamiento de fenómenos de 
criminalidad organizada, pues sólo así las normas pueden adecuarse a las cambiantes 
formas de criminalidad que muestra al delito como el resultado de una tarea colectiva en la 
que cada uno de los intervinientes se convierte en pieza determinante de la ejecución típica.  
El inciso final del art. 29 pone de presente que el legislador ha previsto las distintas especial 
de autoría y distingue entre dominio de la acción, dominio de la voluntad y dominio 
funcional del hecho, y de esa misma forma se ha venido desarrollando a nivel 
jurisprudencial en la Corte Suprema de Justicia que establece la teoría del domino del hecho 
y ha seguido durante varios años la mis línea doctrinal respecto a al punible de rebelión en 
el que la coparticipan criminalmente en calidad de coautores, porque de todos ellos puede 
predicarse que dominan el hecho colectivo y gobiernan su propia voluntad, en la medida 
justa del trabajo que les correspondiere efectuar, siguiendo la división del trabajo 
planificada de antemano o acordada desde la ideación criminal. 
 
De acuerdo con la conclusión de la Sala, bastará conjugar elementos objetivos y subjetivos 
en la consumación de la conducta, para diferenciar la coautoría y la complicidad, en la 
medida en que para que una persona pueda ser considerada coautora de un delito, no sólo 
se exige su voluntad incondicional de realizarlo, sino también su contribución objetiva, es 
decir, la importancia de su aporte en la fase ejecutiva, pues ello es lo que en últimas 
determina el llamado “codominio del hecho”, entendiendo como “hecho” el proceso causal 
que con la conducta se pone en marcha, además que quienes sirven en el punible de 
rebelión, en esta clase de organizaciones criminales deben responder como coautores y no 
como cómplices de rebelión.  
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